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Resumen

Objetivo: Analizar la dilación procesal en juicios de personas con prisión preventiva y su impacto 
en el derecho fundamental al plazo razonable, identificando sus manifestaciones y causas, para 
proponer criterios orientados a garantizar el juzgamiento oportuno. Metodología: La metodología 
utilizada fue cualitativa. Se empleó un enfoque de análisis hermenéutico-jurídico. Su naturaleza es 
fundamental. En este nivel se utiliza un lenguaje descriptivo y explicativo. Se trata de un diseño 
transversal que no incluye ningún experimento. Todas las decisiones adoptadas por el Tribunal 
Constitucional sobre el hábeas corpus en relación con los plazos adecuados y los retrasos 
procesales en los casos de prisión preventiva se incluyeron en la población objeto de estudio. 
Además, también se incluyeron en esta población las decisiones tomadas por el Tribunal Supremo 
mediante acuerdos plenarios y sentencias de casación. La muestra se compuso de seis decisiones 
judiciales que se seleccionaron mediante un proceso de selección intencional no probabilística. El 
método de estudio utilizado fue el análisis documental, y el instrumento empleado para la 
investigación fue el formulario de análisis documental jurisprudencial, diseñada específicamente 
para registrar de manera estructurada y sistemática la información relevante de cada 
pronunciamiento analizado. Resultado: Los resultados identificaron cuatro manifestaciones de 
dilación: indeterminación del plazo de detención, resolución extemporánea de prolongación, 
ausencia de criterios uniformes y circunstancias extraordinarias sobrevinientes; asimismo, se 
determinaron causas normativas disposiciones indeterminadas y vacíos legales en el Código 
Procesal Penal y causas procesales presentación tardía de requerimientos y programación 
inadecuada de audiencias, con tiempos sin sentencia definitiva que oscilaron entre dieciocho y 
treinta y tres meses. Conclusión: Se concluyó que la dilación procesal desnaturalizó la prisión 
preventiva convirtiéndola en pena anticipada, proponiéndose criterios constitucionales y 
convencionales —determinación temporal obligatoria, reserva judicial absoluta, interpretación pro 



persona, nulidad por extemporaneidad y revisión periódica— para garantizar el juzgamiento 
oportuno.

Palabras clave: Dilación procesal, juzgamiento oportuno, plazo razonable, presunción de 
inocencia, prisión preventiva.

Abstract

Objective: To analyze procedural delays in trials of persons in pretrial detention and their impact 
on the fundamental right to a reasonable time frame, identifying their manifestations and causes, 
in order to propose criteria aimed at ensuring timely trials. Methodology: The methodology used 
was qualitative. A hermeneutic-legal analysis approach was employed. Its nature is fundamental. 
At this level, descriptive and explanatory language is used. It is a cross-sectional design that does 
not include any experiments. All decisions adopted by the Constitutional Court on habeas corpus 
in relation to adequate time limits and procedural delays in cases of pretrial detention were 
included in the study population. In addition, decisions made by the Supreme Court through 
plenary agreements and cassation rulings were also included in this population. The sample 
consisted of six judicial decisions that were selected through a non-probabilistic intentional 
selection process. The study method used was documentary analysis, and the instrument used for 
the research was the jurisprudential documentary analysis form, designed specifically to record 
the relevant information from each ruling analyzed in a structured and systematic manner. Result: 
The results identified four manifestations of delay: indeterminacy of the detention period, 
untimely resolution of extension, absence of uniform criteria, and extraordinary circumstances; In 
addition, normative causes were identified, such as indeterminate provisions and legal loopholes 
in the Criminal Procedure Code, and procedural causes, such as late filing of requests and 
inadequate scheduling of hearings, with times without a final judgment ranging from eighteen to 
thirty-three months. Conclusion: It was concluded that procedural delays distorted pretrial 
detention, turning it into an early punishment, and constitutional and conventional criteria were 
proposed—mandatory time limits, absolute judicial discretion, pro persona interpretation, nullity 
due to untimeliness, and periodic review—to ensure timely trials.

Keywords: Procedural delay, timely trial, reasonable period, presumption of innocence, pretrial 
detention.

1. Introducción

Borjas, S. (2025) Se produjo un retraso en el traslado de las personas detenidas a las autoridades 
judiciales competentes. Las sanciones previstas en este artículo se impondrán a cualquier funcionario o 
empleado público que detenga a una persona por cualquier motivo legal y no la entregue a las 

autoridades judiciales competentes en los siguientes plazos: doce (12) horas, para los delitos o faltas 
punibles con penas leves o equivalentes; dieciocho (18) horas, para los delitos o faltas punibles con 
penas correccionales o equivalentes; y treinta y seis (36) horas, para los delitos o faltas punibles con 
penas aflictivas o capitales, o equivalentes. La prisión preventiva, a menudo denominada custodia 
preventiva, es el proceso por el cual el Estado mantiene a una persona bajo custodia antes de su juicio 

para evaluar si es culpable o no de los cargos que se le imputan. Tanto el derecho a la libertad como el 
derecho a la presunción de inocencia se ven amenazados cuando una persona es puesta en custodia 
preventiva. Además de ser una de las medidas más graves que un Estado puede tomar contra una 



persona, también puede tener repercusiones muy destructivas. Los detenidos quedan aislados de sus 
familias y amigos, corren el peligro de perder sus empleos y sus casas, y se enfrentan a la posibilidad 
de que se vea dañada su reputación.

Mamani, G. (2024) Cualquier funcionario o empleado público que, dentro del plazo establecido, 
posponga la ejecución de cualquier orden judicial o ejecutiva para la puesta en libertad de un preso o 
detenido, o que retrase injustificadamente la notificación de dicha orden al preso, o que obstaculice la 
tramitación de cualquier solicitud de puesta en libertad de dicha persona, estará sujeto a las sanciones 

previstas en las disposiciones pertinentes. Aunque con frecuencia existen discrepancias entre las 
personas que están encarceladas y las que están en libertad condicional, la prisión preventiva sirve 
tanto para reflejar como para reforzar la desigualdad y los prejuicios dentro del sistema de justicia 
penal.

En muchos Estados miembros de la UE, los extranjeros acusados de un delito pueden ser encarcelados 
rutinariamente porque se percibe que representan un riesgo de fuga, incluso sin pruebas de ello.
San Martín, C. (2025) destaca que se debe imponer una pena de prisión a cualquier funcionario o 
empleado público que, sin estar autorizado por la ley, expulse a una persona o la obligue a cambiar de 
lugar de residencia. Esta disposición hace hincapié en la violación de la ley. En el contexto de la 

sociedad, el término «derecho sustantivo» se refiere a las normas que regulan el comportamiento que 
se exige a las personas. En el contexto del sistema judicial y a lo largo de los procedimientos legales, 
el derecho procesal se ocupa de la preservación de los derechos de las personas. Las personas que se 
encuentran en prisión preventiva en muchos países están sometidas a condiciones de hacinamiento e 
insalubridad, y corren el riesgo de sufrir abusos o violaciones. En muchos casos, estas condiciones son 

incluso más deplorables que las que se imponen a los reclusos condenados. Los reclusos en prisión 
preventiva a menudo no tienen acceso al empleo, a oportunidades educativas ni a servicios de 
rehabilitación. Como resultado de su detención, los acusados pueden verse sometidos a una mayor 
presión para confesar o aceptar acuerdos con la fiscalía. Preparar la defensa, consultar con los 
abogados o revisar las pruebas presentadas por la fiscalía resulta más difícil mientras se está 

encarcelado. Es más probable que se produzcan errores judiciales como resultado de cada una de estas 
muchas razones.
Román, G. (2022) La demora irrazonable se refiere a un período significativo e injustificado de 
inacción que puede afectar negativamente los derechos de una parte en un proceso judicial. Este 

concepto desempeña un papel crucial en los casos en que las partes intentan hacer valer sus derechos, 
pero no han actuado oportunamente, lo que da lugar a posibles defensas como la negligencia, el 
estoppel o la aquiescencia. En esencia, si una parte demora demasiado en presentar una reclamación, 
puede perder la capacidad de hacerlo debido a la injusticia que la inacción prolongada puede generar 
para la parte contraria. Estar en prisión preventiva puede afectar la percepción que un juez o un jurado 

tiene de una persona, lo que puede influir en el resultado de un caso. La prisión tiene un impacto 
físico, mental y emocional en una persona, lo que a su vez puede tener un efecto negativo en la 
percepción que un juez o un jurado tienen de ella. Al dictar sentencia, los jueces también pueden sentir 
la necesidad de justificar retrospectivamente la decisión de mantener a alguien en prisión preventiva y, 
por lo tanto, es más probable que dicten una pena privativa de libertad.

Armas, C. (2023) La demora irrazonable está estrechamente vinculada a la negligencia, una doctrina 



legal que puede impedir que un demandante obtenga reparación si no actúa dentro de un plazo 
razonable. Cuando una parte demora irrazonablemente en hacer valer sus derechos, puede generar una 
situación en la que se pierdan pruebas o no haya testigos disponibles, lo que perjudica la capacidad de 

la otra parte para defenderse. Los tribunales considerarán si la demora fue justificable y cómo afecta a 
ambas partes involucradas. Encarcelar a alguien antes del juicio lo presiona para que renuncie a sus 
derechos, incluido el derecho a un juicio. Puede llevar a algunas personas a declararse culpables, 
incluso siendo inocentes, solo para salir de la detención lo antes posible. La prisión preventiva puede 
utilizarse como herramienta de presión y socavará la voluntariedad del consentimiento de una persona 

para renunciar a sus derechos, lo que en última instancia socava la imparcialidad del proceso. Lea más 
sobre la negociación de sentencias.
Fernández, R. (2024) Al evaluar si una demora es irrazonable en casos de marcas, los tribunales suelen 
considerar diversos factores, como la duración de la demora, su motivo y cualquier perjuicio resultante 
para el demandado. También evalúan si el demandante actuó con diligencia al descubrir la posible 

infracción y si reconoció la infracción durante ese período. El tribunal busca equilibrar los intereses de 
ambas partes y garantizar la equidad en la resolución de las disputas. La evaluación de los motivos de 
la prisión preventiva determina si un sospechoso permanece bajo custodia a la espera de juicio. Esto 
puede limitar la presunción de inocencia y contribuir potencialmente al hacinamiento carcelario. El 
riesgo de fuga es un factor importante, pero otros criterios, como las circunstancias socioeconómicas o 

la nacionalidad extranjera, pueden malinterpretarse como indicadores de riesgo de fuga. Por ejemplo, 
una persona con recursos económicos limitados o sin vínculos establecidos con la comunidad podría 
ser considerada en riesgo de fuga, incluso si no tiene intención de huir. Esto plantea inquietudes sobre 
la equidad en el sistema de prisión preventiva, ya que estos criterios pueden dar lugar a una 
representación desproporcionada de ciertos grupos.

García, M. (2022) Una demora irrazonable en la aplicación de los derechos de marca puede afectar 
gravemente a los titulares de marcas, socavando sus reivindicaciones y potencialmente provocando la 
pérdida de la exclusividad sobre sus marcas. Si el titular de una marca demora demasiado antes de 
tomar medidas contra los infractores, corre el riesgo de sentar un precedente de tolerancia que podría 
debilitar su posición en futuras disputas. Además, estas demoras pueden generar confusión en el 

mercado, minar la confianza del consumidor y, en última instancia, disminuir el valor de su marca, ya 
que la competencia se aprovecha de esta inacción. Por lo tanto, la aplicación oportuna de los derechos 
es crucial para mantener la integridad y proteger la identidad de la marca. 

Pérez, A. (2023) argumenta que no podía ser culpable del delito de Detención Ilegal Grave porque la 
supuesta privación de libertad no duró más de tres días, ya que el incidente solo duró alrededor de una 
o dos horas. Para que el acusado sea culpable de detención ilegal grave, deben concurrir los siguientes 
elementos: (a) el infractor es un particular; (b) secuestra o detiene a otro, o de cualquier manera lo 
priva de su libertad; (c) el acto de detención o secuestro debe ser ilegal; y (d) en la comisión del delito 

está presente alguna de las siguientes circunstancias: el secuestro o la detención dura más de tres días; 
se comete simulando autoridad pública; se infligen lesiones físicas graves a la persona secuestrada o 
detenida o se hacen amenazas de muerte a la víctima; o la persona secuestrada o detenida es un menor, 
una mujer o un funcionario público. En otras palabras, la privación de libertad se califica como 
detención ilegal grave si se da al menos una de las siguientes circunstancias: la detención dura más de 

tres días; el acusado simula ejercer una autoridad pública; la víctima sufre lesiones físicas graves o es 



amenazada de muerte; o la víctima es menor de edad, mujer o funcionario público

Martínez, D. (2022) El retardo de procesamiento se refiere al tiempo que tarda un componente de señal 

en reproducirse en la salida de un sistema tras llegar a la entrada. Se debe a diversos factores, como la 
decodificación/codificación de datos, la conmutación de datos hacia/desde el canal de comunicación, 
la frecuencia de muestreo, el algoritmo de enrutamiento y la autenticación de datos. En el área 
temática: Ciencias Sociales. Los errores de procedimiento se definen como aquellos que ocurren 
cuando no se siguen los procedimientos establecidos, como descuidar pasos necesarios o no justificar 

cambios en la práctica habitual. La prisión preventiva y la prisión preventiva son medidas cautelares 
que, como su nombre indica, privan de libertad al acusado o investigado en un proceso penal para 
evitar que cometa nuevos delitos hasta que se dicte sentencia firme.  Obviamente, estas medidas tienen 
un carácter excepcional, ya que implican privar de libertad a una persona antes de que se acredite 
mediante sentencia judicial la comisión del delito que se le imputa. Por ello, conviene profundizar en 

ellas.

Rojas, P. (2025) El derecho procesal se refiere a las leyes, normas y directrices que rigen el 
funcionamiento de un tribunal y la tramitación de los casos judiciales. Su objetivo principal es proteger 
el derecho individual al debido proceso, y se aplica tanto a casos penales como civiles. El debido 

proceso es una garantía constitucional. El derecho procesal se refiere a la forma en que los tribunales 
gestionan sus asuntos jurídicos, protegiendo al mismo tiempo los derechos de las personas 
involucradas. Un ejemplo de derecho procesal es el del debido proceso, el derecho de los participantes 
en un procedimiento judicial a ser notificados de la demanda presentada en su contra.

Castillo, L. (2023) Este principio legal garantiza que a las personas se les brinden procedimientos 
justos antes de que ocurran tales privaciones, generalmente en casos que involucran derecho penal, 
terminación del empleo o derechos de propiedad. Existen tres categorías de retrasos en la industria de 
la construcción: excusables, inexcusables y concurrentes. En términos generales, las excusas son 
condiciones imprevistas que escapan al control del contratista. La mayoría de las veces, las excusas 

son el resultado de causas de fuerza mayor, que incluyen catástrofes climáticas, guerras, pandemias e 
iniciativas gubernamentales. La equidad es el término que mejor resume el concepto de debido 
proceso. Las normas para el trato equitativo de los residentes por parte de los gobiernos estatales y 
municipales se han creado a lo largo de la historia mediante el uso de constituciones, legislación y 

regulaciones jurisprudenciales.

Vargas, H. (2024) La prisión preventiva, también conocida como cárcel, custodia previa al juicio, 
detención provisional o custodia previa al juicio, es el procedimiento de encarcelar a una persona en 
espera de juicio tras su detención y acusación por un delito. Otros términos alternativos para la prisión 

preventiva son encarcelamiento, detención temporal y custodia previa al juicio. La custodia previa al 
juicio se refiere a un tipo de reclusión que puede tener lugar en una cárcel, prisión o centro de 
detención, o que puede ejecutarse bajo arresto domiciliario. El abuso de la prisión preventiva, que 
implica el encarcelamiento de personas antes de su condena o sentencia, es un factor importante y 
evitable que contribuye a la saturación de las cárceles y supone una grave violación de los derechos 

fundamentales. Desde el año 2000, la población mundial de personas en prisión preventiva ha 



aumentado considerablemente. Aunque cada vez se dispone de técnicas más asequibles y menos 
restrictivas, como la vigilancia electrónica, esta sigue siendo la realidad. Existe una diferencia 
significativa entre el marco jurídico y la aplicación real de la prisión preventiva en algunos países. En 

la práctica, la prisión preventiva suele ser la norma, a pesar de que los sistemas jurídicos, de 
conformidad con las normas internacionales, la consideran una «medida excepcional». El problema no 
radica en las leyes en sí, sino en los factores socioeconómicos y estructurales más amplios que afectan 
a la aplicación de la ley, que a menudo es insuficiente.

Ramírez, F. (2022) La prisión preventiva es una situación de alto riesgo de tortura y malos tratos. 
Aumenta el riesgo de obtener una confesión mediante tortura y expone a los detenidos —que siguen 
siendo inocentes hasta que se demuestre su culpabilidad— a la violencia y el abuso por parte de los 
guardias u otros presos. La congestión, causada por las altas tasas de prisión preventiva, empeora las 
ya terribles condiciones en las cárceles y aumenta la probabilidad de que se produzcan malos tratos, 

por otro lado. Para las organizaciones de supervisión, como los Mecanismos Nacionales de 
Prevención, esta hoja informativa es un recurso para el análisis y las sugerencias prácticas que les 
ayudarán a llevar a cabo su misión preventiva de manera más eficaz cuando visiten cárceles y 
comisarías de policía. La herramienta de supervisión de la detención del PRI/APT incluye esta página 
informativa. Hemos desarrollado esta herramienta para ayudar a estos grupos en su lucha contra las 

causas estructurales que fomentan un entorno propicio para la tortura y otros tipos de malos tratos. 
Como primer paso, la persona investigada puede ser puesta en prisión preventiva como medida 
cautelar tanto durante como después del proceso penal. Es decir, debe estar ya en la fase de juicio. Se 
aplica cuando existen suficientes indicios de culpabilidad y existe riesgo de fuga, reincidencia u 
obstrucción a la justicia. Su finalidad es garantizar el cumplimiento de la pena si finalmente se prueba 

la culpabilidad. Ahora que hemos abordado el plazo máximo de prisión preventiva y de prisión 
preventiva, es momento de hablar sobre las formas en que puede cumplirse. Si bien es cierto que, en la 
mayoría de los casos, la persona investigada o acusada suele ser internada en un módulo penitenciario, 
esto no siempre es así. En este sentido, existen excepciones que pueden llevar al juez a solicitar que la 
persona investigada o acusada pase este tiempo privado de libertad en su domicilio. Esto es lo que se 

conoce popularmente como "arresto domiciliario" y solo se determina cuando el encarcelamiento no es 
aconsejable por razones de salud. En tales casos, el juez determinará las medidas de supervisión 
adecuadas para garantizar la privación de libertad. Solo se le permitirá salir de su domicilio para 
continuar el tratamiento de su enfermedad. Por otro lado, este tipo de prisión también puede ser de 

incomunicación. Para ello, debe demostrarse que la vida, la integridad física o la libertad de otra 
persona estarían en peligro. En ningún caso podrá prorrogarse más de 10 días (5 días inicialmente y 5 
más si se solicita una prórroga). En este momento, creemos que está suficientemente claro qué es la 
prisión preventiva, qué requisitos se deben cumplir para imponerla y cuáles son los tipos existentes

2. Materiales y métodos

Enfoque de la investigación

El enfoque es cualitativo. 
Método aplicado a la investigación
El método utilizado es el inductivo. 
Nivel de investigación



El nivel que se aplico es el descriptivo explicativo. 
Diseño de investigación
Se utilizó el diseño de investigación No experimental 

Población y muestra
La población fueron todos los pronunciamientos del TC y la Corte Suprema sobre dilación procesal, y 
la muestra seis casos seleccionados intencionalmente.
Técnica e instrumento
La investigación utilizó análisis documental con una ficha diseñada para registrar sistemáticamente 

cada pronunciamiento.

3. Resultados

Tabla 1

Ficha de análisis documental 1: Dilación procesal y vulneración del plazo razonable
en prisión preventiva
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Campo Contenido del análisis

Descripción del 

documento

El caso Montoya Araujo (TC, 2024) cuestiona la detención con fines de 

extradición sin plazo definido.

El caso Chávez Chino (TC, 2025) aborda el vencimiento de prisión preventiva y 

su prolongación extemporánea.

El Acuerdo Plenario 01-2019/CIJ-116 fija doctrina vinculante sobre 

presupuestos y requisitos de la prisión preventiva.

La Casación 1509-2021/Huancavelica (CS, 2022) examina las dilaciones 

derivadas de la pandemia como circunstancias de

  especial dificultad.

Tipo de dilación 

identificada

Indeterminación del plazo de detención, al fijarse una duración indefinida en 

procesos de extradición.

Resoluciones extemporáneas, donde la prolongación se emitió después del 

vencimiento del plazo, generando detención arbitraria.

Ausencia de criterios uniformes, con valoraciones inconsistentes sobre sospecha 

fuerte, peligro procesal y proporcionalidad.

Circunstancias extraordinarias por la pandemia

Etapa procesal 

afectada

Extradición pasiva, tras el consentimiento de la extraditable, pendiente de 

resolución de la Corte Suprema y el Poder Ejecutivo.

Juzgamiento, con acusación por rebelión, auto de enjuiciamiento emitido y 

juicio oral aún sin iniciar.

Investigación preparatoria, donde se subraya la necesidad de revisión periódica 

de la prisión preventiva en todas las fases.

Investigación compleja, con múltiples declaraciones, pericias digitales y 

levantamiento de comunicaciones, lo que prolongó el proceso.

Plazo legal excedido No existe plazo máximo para detención con fines de extradición, lo que llevó al 

TC a exhortar al Congreso a legislar.

La prolongación debe resolverse antes del vencimiento del plazo original, pues 

hacerlo después configura detención arbitraria.

El CPP fija plazos de 9, 18 y 36 meses según el tipo de proceso, modificados 

por el D. Leg. 1585.

En procesos comunes, la prisión preventiva inicial es de 9 meses, con 

posibilidad de prolongación por otros 9 meses..
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Campo Contenido del análisis

Tiempo sin 

sentencia definitiva

Una detención con fines de extradición que duró 2 años y 7 meses sin ejecución 

inmediata pese al consentimiento.

Una procesada por rebelión con 18 meses de prisión preventiva y proyección de 

33 meses sin sentencia.

La doctrina que establece que, superado el límite máximo, el detenido debe ser 

liberado.

Un procesado que permaneció en prisión preventiva hasta etapa intermedia y 

luego pasó a comparecencia con restricciones tras revocarse la prolongación.

Interpretación: La dilación procesal en prisión preventiva en Perú vulnera el plazo razonable
y convierte la medida cautelar en pena anticipada, reflejando deficiencias normativas y
procesales que exigen reformas urgentes.

4. Discusión

La dilación procesal en prisión preventiva en 2025 evidencia deficiencias normativas y prácticas que 
prolongan indebidamente la detención, vulnerando el plazo razonable y la presunción de inocencia. 
Garantizar un juzgamiento oportuno exige motivación reforzada, control judicial estricto y reformas 
que aseguren límites temporales claros

5. Conclusiones

La investigación muestra que la dilación procesal en prisión preventiva en Perú vulnera el plazo 

razonable y convierte la medida cautelar en pena anticipada.
Se identifican cuatro manifestaciones: plazos indeterminados, resoluciones extemporáneas, falta de 
criterios uniformes y retrasos por la pandemia.
Las causas son normativas (vacíos legales, disposiciones ambiguas) y procesales (requerimientos 
tardíos, audiencias fuera de plazo, motivación insuficiente).

La dilación afecta derechos fundamentales como libertad personal, presunción de inocencia y debido 
proceso.
Se proponen criterios y mecanismos para garantizar juzgamiento oportuno: plazos claros, motivación 
reforzada, revisión periódica y medidas alternativas
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